Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 14 minutos) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a los representantes de la Asociación de Empresas Automotrices del 
MERCOSUR (ADEAM) para analizar el tema vinculado a la importación de determinados bienes muebles usados. 


SEÑOR LINDER.- En primera instancia, como Presidente de la ADEAM, me gustaría explicar que en nuestra Cámara están 
representadas las empresas General Motors del Uruguay, representante directo de General Motors Corporation; Sevel, que 
representa a las marcas Fiat, lveco y Alfa Romeo; Autolíder, representante de Mercedes Benz; Automóviles y Servicios, que 
representa a Ford; y Julio César Lestido en representación de Volkswagen y Audi. 


Si consideramos el mercado de enero a junio, advertimos que estas marcas representan el 70% del mercado en lo que refiere a 
vehículos de pasajeros y comerciales livianos, y el 75% en lo que hace a camiones y ómnibus. 


Una vez hecha la presentación, corresponde agradecerles y trasmitirles que mucho apreciamos la rápida respuesta que han dado a 
nuestra solicitud de audiencia. Los motivos que nos llevaron a pedir esta entrevista son, básicamente, dos. En primer lugar, 
queremos hacerles conocer nuestra opinión con respecto al proyecto de ley que está en consideración y, en segundo término -que 
para nosotros también es importante- habiendo leído las versiones taquigráficas de las sesiones anteriores, a las cuales asistieron 
distintas Cámaras automotrices y otras vinculadas al sector, pudimos constatar que se realizaron distintas apreciaciones acerca de 
qué es el régimen automotor, ante lo cual, luego de analizada esta iniciativa, nos gustaría dar nuestra posición al respecto. 


En lo que tiene que ver con el proyecto de ley que se está considerando, el señor Miguel del Castillo va a decir algunas palabras. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Soy el Gerente Comercial de Sevel-Uruguay y estoy trabajando en este sector desde hace más de 30 
años. 


Es sabido que hace unos días se dictó un decreto -no sé cuántas veces se ha hecho esto antes- que prohíbe por seis meses la 
importación de vehículos usados, como motocicletas, camiones o automóviles, lo que entendemos crea inseguridad e 
incertidumbre jurídica. Desde hace varias legislaturas venimos diciendo que es mucho mejor plasmar esto en una ley -tal como lo 
están haciendo los señores Legisladores- con el fin de definir reglas claras que, a la postre, siempre favorecen a las inversiones y a 
estabilizar el comercio. 


Pensamos que importar vehículos usados perjudica a todas las partes: al Estado, a los usuarios y a las empresas establecidas. 
Perjudica al Estado porque si se importan unidades usadas lo más probable es que se subfacturen; se van a tener menores 
ingresos por Rentas Generales, ya que la Aduana va a recaudar menos en tanto se trata de mercadería de valor inferior. Desde el 
punto de vista comunal, las Intendencias van a recaudar menos, porque las patentes van a tener un valor menor por tratarse de 
vehículos usados. También se verá perjudicada la Dirección General Impositiva, puesto que va a recaudar menos IVA e IMESI. En 
suma, creemos que el Estado se verá perjudicado desde todo punto de vista. 


En lo que hace al usuario, importar vehículos usados de ninguna manera lo va a favorecer, porque pueden ingresar unidades de 
distintos orígenes y en cualquier estado. Entonces, van a venir marcas desconocidas, por lo que no habrá garantías, manuales ni 
repuestos, como sucedió en la región con otras experiencias. 


Asimismo, se perjudica a las empresas establecidas, no sólo a los importadores, sino también a los concesionarios y vendedores 
de autos, porque se va a envilecer el parque que ya está en "stock". 


Quiero destacar, fundamentalmente, que no concurrimos acá porque ello nos perjudique, ya que desde el punto de vista de la 
renta, si mañana tenemos que traer unidades usadas simplemente cambiamos la estructura y vendemos más usados o tantos 
usados como nuevos, con privilegios para traer usados de nuestras marcas, sino que esto va a perjudicar a todas las áreas. 


SEÑOR LINDER.- Sería interesante que el señor Pablo Ramos, representante de las operaciones de General Motors, nos hable 
sobre la experiencia en la región de importación de usados. 


SEÑOR RAMOS.- Quien habla es Gerente de General Motors en el Uruguay, donde tenemos una oficina en la que manejamos 
Operaciones, tanto en nuestro país como en el Paraguay, lo que nos da experiencia en el hecho de trabajar en un mercado donde la 
importación de vehículos usados está habilitada. 


Si bien conozco la experiencia de Bolivia y Perú -en donde también está habilitada la importación de vehículos usados- me voy a 
referir a la paraguaya, en donde juegan otras variables. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Eso también se da en el Brasil? 
SEÑOR RAMOS.- No; dentro del MERCOSUR, sólo en el Paraguay. 


Los autos usados que entran al mercado, contrariamente a lo que se piensa en cuanto a que se podrían importar de la Argentina o 
del Brasil -es decir, en la región, con volantes a la izquierda- es un negocio que no es atractivo. En la región encontramos grandes 
diferencias en los cero kilómetro, sobre todo en el Uruguay donde la carga impositiva es más alta, pero cuando vamos al mercado 
de los usados, el valor de éstos tiende a ser más estable. O sea que no es atractivo importar autos usados de la Argentina o del 
Brasil, a un valor similar al de nuestro país si después hay que sumarle los impuestos. 


Entonces, pasa a ser tentador comprar vehículos en el Japón, porque este país tiene normas muy estrictas en lo que tiene que ver 
con vehículos usados -por ejemplo, en lo referente a las normas de seguridad- lo que hace que se considere chatarra a los 
vehículos de más de siete años. Así, hay empresarios dedicados a este negocio que compran vehículos considerados chatarra al 
kilo -es decir, a la tonelada- los llevan al puerto de Iquique, en Chile, y dado que en el Japón el volante va a la derecha, son 
transformados. Allí comienza un proceso que no se realiza en ninguna planta. Personalmente, he visto que se trata de un trabajo 
artesanal. Si será significativa la diferencia de precios que justifica un flete del Japón a Iquique y también un proceso que tiene su 
costo. Paraguay podría comprar estas unidades en el Brasil o en la Argentina, cosa que se da, pero en menor proporción. El 80 % 
de los autos usados que se venden allí son de procedencia japonesa. 


Una vez llegados al puerto, comienza un proceso donde se hacen tres cortes a los tableros y también se cortan los parantes, para 
luego comenzar el proceso de transformación de la dirección. Obviamente, los instrumentos quedan al revés. Asimismo, hay que 
cambiar el sistema de dirección hidráulica, todas las cañerías de ese sistema, así como las cañerías de freno. Reitero que el 
trabajo que se realiza con estos vehículos, que ya tienen un gran desgaste y deterioro, es muy artesanal. Entonces, se compran 
vehículos con una transformación que no tiene ningún tipo de garantía y que no están bajo ninguna norma ISO. Esto conlleva 
problemas de seguridad en el transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto genera empleo en Chile? 


SEÑOR RAMOS.- Sí, genera empleo. Es un negocio armado, monopolizado. Los estudios realizados, en ese sentido, dan como 
resultado que la recaudación fiscal en estos países baja muchísimo después de la importación. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Dónde se venden esos vehículos? 
SEÑOR RAMOS.- En el Paraguay. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Al Uruguay no vienen? 

SEÑOR RAMOS..- No, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si se permitiera ¿vendrían del Japón? 


SEÑOR RAMOS.- Seguramente. Esta gente se instalaría en el Uruguay y empezaría su distribución. No es un negocio abierto, sino 
que está muy concentrado y monopolizado por este grupo. 


Hay que decir, también, que esos motores están diseñados para trabajar en el Japón, bajo determinadas temperaturas. Todo 
fabricante hace una tropicalización de sus modelos, es decir, adapta los motores para que las emisiones sean las correctas en cada 
área geográfica. Entonces, vamos a estar expuestos al uso de motores que van a funcionar incorrectamente en esta zona, con 
gases refrigerantes que van a contaminar la capa de ozono y con la posibilidad de que se generen accidentes. Además, todo esto 
con un costo-país importante. Hay que agregar que no se sabe el origen de cada uno de esos vehículos, los que pudieron haber 
tenido siniestros grandes. 


En concreto, la persona no sabe qué está comprando por lo que, en definitiva, estaríamos exponiendo al consumidor a grandes 
riesgos. 


SEÑOR QUARTINO..- Soy representante de Autolíder Uruguay Sociedad Anónima, representante de Mercedes Benz en el Uruguay. 
Mis compañeros de directiva de ADEAM han dado una serie de argumentos y yo quisiera hacer un resumen. 


Nosotros solicitamos esta entrevista porque queremos que este proyecto de ley que prohíbe la importación de vehículos usados se 
apruebe lo más rápidamente posible. 


Mis compañeros ya han dado argumentos económicos, técnicos, de seguridad y de contaminación. En ese sentido, entendemos 
que la importación de vehículos usados es notoriamente perjudicial para el país, en su conjunto. Destaco lo que ya se ha dicho en 
cuanto a que la promulgación de este proyecto no es una necesidad por un beneficio propio, ya sea económico o comercial. Digo 
esto porque nosotros comercializamos vehículos usados todos los días, ya que los que tomamos por la venta de unidades nuevas, 
después los vendemos. Por lo tanto, el negocio del vehículo usado ya lo conocemos, tiene su contribución al margen general de la 
empresa y podemos hacerlo; simplemente, deberíamos cambiar nuestro "mix" de actividad y, en vez de vender volúmenes más 
importantes de vehículos cero kilómetro, venderíamos más autos usados. 


Entonces, no estamos acá porque esto nos perjudique a nosotros. A diferencia de distintos actores que han pedido entrevista a esta 
Comisión y han venido a hablar sobre el proyecto de ley pidiendo excepciones para su propio interés, necesidad o forma de pensar, 
nosotros no pedimos ninguna excepción ni nada en particular; lo que queremos es que el proyecto se apruebe de una buena vez, 
ya que nos permitirá, como empresas serias y establecidas, analizar nuestras inversiones, nuestros presupuestos y tomar las 
medidas de acción con un horizonte un poco más amplio que un decreto que dura seis meses, puesto que cuando llega el quinto 
mes todos estamos pensando qué va a suceder en los próximos treinta días. 


La situación que estamos viviendo -me refiero a la existencia de un decreto que se promulga cada seis meses desde hace muchos 
años, contándose a la vez con un proyecto de ley al respecto- se da porque el año pasado, sorpresivamente, se dijo que ese 
decreto iba a ser modificado y que se iba a permitir la importación de camiones usados. Como los argumentos se manejaron en 
torno al tema concreto de los camiones, voy a referirme específicamente a él. 


Lo primero que quiero decir es que no hay una necesidad insatisfecha de camiones. Uno de los argumentos que se manejó fue la 
necesidad de camiones en el país puesto que no habría suficientes para nuestra actividad económica y productiva. Estamos 
seguros de que esto no es así; no hay necesidad insatisfecha de camiones. 


Todas nuestras empresas tienen amplio "stock" de unidades de distinto tonelaje, desde livianos hasta pesados. Todas las empresas 
establecidas -sean representantes, concesionarios o vendedores independientes de unidades- tenemos vehículos a disponibilidad, 


tanto nuevos como usados, y si no fuese así -cosa que es un hecho comprobable- las fábricas que representamos tienen una muy 
importante capacidad de producción ociosa en el área. La empresa que represento, por ejemplo, está produciendo en estos 
momentos 50.000 camiones al año, con un turno y medio, pero tiene una capacidad bastante mayor que eso; si fuese necesario, si 
hubiese demanda de unidades en el área, se podría producir hasta el doble de eso. Lo mismo ocurre con las fábricas 
representadas por mis colegas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Dónde produce? 


SEÑOR QUARTINO.- Específicamente en el Brasil, la marca que yo represento. Como hay unidades y una gran capacidad de 
producción ociosa, rápidamente podría suplirse esa demanda. 


En segundo lugar, entendemos que la flota de transporte profesional de carga y la flota de transporte de carga particular está 
perfectamente dimensionada en el país. Existen actualmente más de 40.000 camiones operando, de los cuales unos 15.000 están 
dedicados al transporte profesional de carga. Si hubiese una necesidad de camiones, el promedio de ventas superaría 
antecedentes de otros años. Sin embargo, en los últimos tres años no se ha superado el 50% del promedio de venta de los últimos 
25 años. Quiere decir que, por el contrario, no hay demanda de unidades. 


Se ha dicho que los transportistas profesionales, de alguna manera, podrían ser rehenes de los representantes de marca en el 
establecimiento de los precios de comercialización. Esto tampoco es cierto, ya que todos sabemos que la oferta y la demanda es la 
que regula los precios de los productos que se comercializan. Una marca podrá intentar subir su precio en un momento de 
necesidad, pero otra, que va a querer vender y tener una mayor participación en el mercado, obviamente no lo va a hacer. Es muy 
difícil que 10 ó 12 marcas que comercializan camiones en el país se pongan todas de acuerdo para establecer un precio base que 
incremente el precio de comercialización de los vehículos en perjuicio de los transportistas. 


Se ha hablado de permitir la importación de camiones usados para abaratar el flete y favorecer la producción nacional, cosa que 
tampoco es correcta. Si analizamos las paramétricas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el desarrollo de costos y 
precios de los distintos fletes, vamos a ver que la amortización de la unidad impacta apenas en el 8% del total del costo del flete. Es 
decir: de un costo que puede ser de U$S 6, apenas el 8% corresponde a la amortización de la unidad. 


SEÑOR ALFIE.- Creo que el dato que se acaba de brindar es incorrecto; tengo entendido que el porcentaje es del 20%. Según el 
dato oficial, la amortización del vehículo representa entre un 15% y un 20%, según el tipo del vehículo. 


Claro que todo depende, también, de la antigúedad del parque; con un parque activo de 20 años promedio, podría tratarse de un 
8%, pero si la antigúedad es más o menos la normal, la ponderación de la amortización aumenta bastante. 


SEÑOR QUARTINO.- He analizado el desarrollo de costos de las tarifas que publica el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
donde figura el dato del 8%; es obvio que el señor Senador está manejando otros datos, que no tengo. De cualquier modo, reitero 
que me remito a lo publicado por dicho Ministerio. 


El señor Senador se refiere, además, al envejecimiento del parque. Sin lugar a dudas, la importación de vehículos usados 
colaboraría a dicho envejecimiento lo que, a su vez, haría que la amortización no fuera un elemento diferencial en el costo del flete 
para la producción nacional. 


SEÑOR ALFIE.- Me gustaría saber por qué la importación de vehículos usados colaboraría al envejecimiento del parque. 


SEÑOR QUARTINO.- Sencillamente, porque en general cuando se habla de importación de camiones usados se piensa en 
hermosos camiones europeos o americanos, extrapesados, enormes, de cabinas muy grandes, aunque no sean apropiados para 
este país, tanto por las distancias a recorrer como por el tipo de carga que se distribuye. No serían esos los camiones a importar, 
porque esos vehículos europeos y americanos usados ya durante cuatro o cinco años, pero perfectamente utilizables por otro 
período similar, tienen un costo similar al de un camión usado del área. Entonces, ¿qué es lo que vendría al país? Seguramente -es 
lo que ocurre en los países donde se permite la importación de camiones usados- camiones de quince o veinte años, que han sido 
absolutamente descartados en sus mercados por problemas de seguridad, de envejecimiento, o porque ya no cumplen con las 
normas de contaminación en naciones que, en ese sentido, están más avanzadas que nosotros. En definitiva, lo que vendría para 
acá no sería la panacea que todo el mundo piensa. La idea que uno puede hacerse en cuanto a que va a poder comprarse un 
camión americano extrapesado, de cuatro años, a la mitad de precio, no es algo real, no existe. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Por qué no ocurrió lo mismo con la maquinaria agrícola? 
SEÑOR QUARTINO..- No sabría decirle, porque no soy experto en ese tema. 
SEÑOR ALFIE.- Pregunto porque se trata del mismo tipo de bien, pesado, etcétera. 


SEÑOR QUARTINO.- Es posible, pero, sinceramente, no lo sé; sí sé lo que está sucediendo en los países donde se permite la 
importación de vehículos usados. 


Esta ha sido, un poco, la síntesis que explica la razón por la que hoy estamos aquí. 
SEÑOR MICHELINI.- Quisiera formular una serie de preguntas, aunque no con el ánimo de polemizar. 


Se dice que en este momento hay "stock" de nuevos y usados, no de una marca determinada sino de cada una de ellas, por lo que 
la demanda sería menor a la oferta existente. Me gustaría que se confirmara si es así o no. 


Por otro lado, como no soy idóneo en el tema, planteo lo siguiente. La Comisión ha analizado más el tema de los camiones que el 
de los autos; por lo menos, no he encontrado Senadores que quieran revisar esa área, más allá de si se llega a la ley o se continúa 
con los decretos. Quisiera saber a qué precio están los camiones usados del tipo que más se vende, a qué precio vendrían los 
usados de afuera de ese mismo tipo -digamos, el modelo más vendido- y cuál es la carga impositiva que tienen los modelos 
nuevos; además, si esta última se mantuviera para los camiones usados, qué precio quedaría para los camiones usados existentes 


en el mercado. Por otra parte -no sé si hay representantes o si pueden abrir juicio al respecto- quisiera saber si eso también 
impacta sobre el armado de camiones existentes en el país o si este es absolutamente marginal. 


SEÑOR QUARTINO.- A la primera pregunta del señor Senador, puedo decir que, efectivamente, en estos momentos la demanda 
es menor a la oferta, ya que hay vehículos, hay "stock" de unidades; a eso me quería referir cuando decía que en el momento 
actual no hay necesidad insatisfecha de camiones nuevos y usados para el transporte de cargas. Obviamente, los camiones 
usados que hay son todos nacionales, es decir, el producto de vehículos que se toman para vender uno nuevo. Se trata de 
unidades que, en su momento, ingresaron al país en calidad de cero kilómetro, se utilizaron y se cambiaron, tal como se hace con 
el automóvil. 


En cuanto al precio de los camiones nuevos, hay una franja muy amplia. Camión es todo aquel producto que tiene un peso bruto 
total superior a cuatro toneladas. A partir de esa categorización, hasta los camiones de 180 toneladas de peso bruto total, la franja 
de precios es muy importante. 


Creo que en estos momentos, los valores más bajos de camiones están en el orden de los U$S 18.000 o U$S 19.000, con los 
impuestos incluidos, si no me equivoco. Estoy hablando de valores para los camiones más chicos, de cuatro toneladas de peso 
bruto total, es decir, una carga del orden de dos toneladas. Asimismo, se llega a valores superiores, de U$S 100.000, para 
vehículos extrapesados, con las máximas capacidades de tracción. 


Por otro lado, si hablamos de camiones nuevos con "container", tenemos que pensar en vehículos de tamaño mediano, 
semipesados, con diez toneladas de posibilidad de carga, cuyo precio promedio está en el orden de los U$S 30.000. 


En lo que tiene que ver con los impuestos, los camiones de intrazona tributan COFIS e IVA. En cuanto a los gastos de introducción, 
podemos decir que si son de zona, no tributan arancel. Además, los vehículos de carga a partir de las cuatro toneladas de peso 
bruto, no están alcanzados por el IMESI. 


El señor Senador preguntaba también cuál sería el precio de las unidades usadas, a lo que debo responder que no sé. Ello 
dependerá, obviamente, del valor que fije el importador ocasional y quién lo comercialice, así como de la oferta y la demanda. 
Reitero lo que dije anteriormente: entiendo que camiones en buenas condiciones de marcha, de cuatro o cinco años de uso, y con 
todas sus capacidades de seguridad, tracción, etcétera -es decir, que puedan tener un certificado de buen funcionamiento- 
importados de los Estados Unidos, tendrían valores similares a los vehículos nuevos del área. Sin embargo, no ha habido 
experiencia aquí como para poder afirmarlo con certeza. 


La última pregunta del señor Senador refería a si la situación impactaría sobre el armado. Le respondo que sí, por supuesto, ya que 
se trata de una competencia más. Es una competencia ocasional. El importador de un vehículo usado recorre el mundo, encuentra 
una partida de unidades usadas, la compra, la trae, la comercializa, se olvida, y después esos vehículos tendrán o no servicios, 
respaldo y garantía; no lo sabemos, puesto que son competencias "golondrina", que vienen y se van. Por lo tanto, sí impactaría 
también en cualquier actividad nacional productiva del área. 


SEÑOR MICHELINI.- Si tomamos en cuenta ese camión con "container" de U$S 30.000, con la carga impositiva correspondiente, 
¿a qué precio estaría uno usado, de cuatro o cinco años, en buenas condiciones? 


SEÑOR QUARTINO..- No lo sé pero pienso que a igualdad de capacidad y de condiciones de seguridad, quizás podrá valer un 10% 
o 15% menos. Aclaro que estoy haciendo una estimación. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber cuántos camiones se comercializan por año, sobre todo en estos últimos tres años, en los que 
usted dijo que no se había superado el promedio. Me gustaría saber cuál es el promedio de venta a que se podría llegar en el 
futuro. 


SEÑOR QUARTINO.- Estos últimos tres años han sido bastante atípicos, porque el país pasó de una venta récord histórica en el 
año 1998, en el que se comercializaron aproximadamente 2.500 camiones, a una venta récord ínfima, en 2003, que si no me 
equivoco no superó los 60 camiones. Se produjo una caída del mercado de más del 90% y fue uno de los sectores que más sufrió 
la crisis que todos tuvimos que transitar. El promedio histórico de venta de camiones está en el orden de los 1.500 por año, 
refiriéndome a todas las franjas de tonelaje, es decir, desde los de cuatro toneladas hasta el máximo permitido. 


SEÑOR SEGOVIA.- Me voy a centrar en el tema del transporte de carga porque creo que allí es donde se van a plantear los 
problemas para el Uruguay a corto plazo. 


De acuerdo con lo expuesto por los señores visitantes, veo que hay una opinión favorable a la prohibición por ley de la importación 
de determinados bienes muebles usados. Indudablemente, nos vamos a encontrar con que a corto plazo tendremos que operar con 
una liberalización del comercio, es decir, que conceptualmente nos vamos a atar a una estructura de este tipo. La pregunta 
concreta es -y es la razón de mi introducción- si no va a haber un cambio en las reglas de juego, porque aparentemente, si 
cambiáramos las reglas de juego sobre los sistemas de importación y las estructuras de este tiempo, generaríamos una 
inseguridad manifiesta en las inversiones que se han hecho y las que hay por hacer en nuestro país. 


Lo que específicamente me inquieta es lo referente al plazo y aclaro que no me interesa si se trata de seis o de doce meses, pero 
sí me importa lo relativo al plazo de 48 meses, en el sentido de si la estructura que ya tienen planificada ha previsto qué va a pasar 
en el mes 49, para que ese mes no genere una mayor incertidumbre. 


Reitero que creo que conceptualmente vamos a tener que habilitar el libre comercio pero no queremos contradecir las reglas de 
juego que se han establecido para no generar una incertidumbre total en lo relativo a la legislación. Si esto sale en el mes 49, 
significaría una liberalización de circulación de este tipo de importaciones. Me gustaría saber si ustedes tienen previstos todos 
estos aspectos y, si es así, cómo han armado toda la temática. 


SEÑOR LINDER.- Está claro que nuestra aspiración es que no haya un plazo. Por otro lado, durante años hemos operado con un 
decreto a seis meses, por lo que la experiencia de tener un plazo delante ha sido una constante. En consecuencia, ese punto no 
difiere mucho de como hemos venido actuando, aunque la gran diferencia es que tenemos cuatro años de seguridad jurídica. 


SEÑOR QUARTINO.- El señor Senador hacía referencia a una liberalización de tránsito y servicios entre todos los países durante 
cuatro años, pero no de vehículos usados sino nuevos. ¿Por qué digo esto? Porque uno de los argumentos esgrimidos que no 
hemos mencionado aquí con respecto a la importación de vehículos usados, es contrario a los acuerdos del MERCOSUR, al que 
tanto nuestro país como Argentina, Brasil y Paraguay, estamos afiliados. Si llega a aprobarse o protocolizarse una política 
automotriz del MERCOSUR y a refrendarse por los Parlamentos, porque ya existe una política acordada, esta sería contraria a la 
importación de vehículos usados de extrazona. A lo sumo, podría haber un movimiento de bienes y servicios de camiones usados 
del área, Argentina, Brasil y Uruguay, pero no de extrazona, que es a lo cual, principalmente, nos referimos. 


SEÑOR ABREU.- Pido disculpas por haber llegado tarde, pero al hablar de las empresas automotrices del MERCOSUR hay un 
tema específico que me gustaría plantear para conocer los comentarios de los visitantes. Me refiero a la situación con Chile, que 
tiene un acuerdo con la Unión Europea mediante el cual se permite el ingreso de camiones europeos a cero. El tema es cómo ellos 
perciben esta relación de asimetría y de tratamiento desigual. No es posible que nosotros, si tenemos una industria armadora en el 
MERCOSUR, para exportar camiones a la región, no podamos ingresar a Chile o lo hagamos con un arancel del 6%, con una clara 
preferencia respecto de los acuerdos celebrados con la Unión Europea. 


Este tema tiene aspectos jurídicos de toda naturaleza, entre otras cosas, porque si se aplicaran las cláusulas y los países 
cumplieran con sus obligaciones, cuando se extienden ventajas a otros socios, terceros países tendrían que extender sus ventajas 
a los socios que están involucrados. Esto no ha sucedido con México, con Venezuela ni con Chile, y no continúo la lista para ver 
cuáles son las distintas actitudes que se tienen respecto de esta tan marcada vocación latinoamericana que queda en el camino 
cada vez que se plantea algún interés concreto, o algún sector interesado quiere hacer prevalecer su interés por encima del 
nacional. 


¿Cuál es la interpretación que tienen de este tema? ¿Han planteado en el ámbito del MERCOSUR la necesidad de renegociar? Se 
supone que la PAM en poco tiempo irá a ser renegociada, entre otras cosas porque, además -vuelvo a hacer una reflexión de 
política general- hace pocos días la Comisaria Europea estuvo en el Brasil y se reunió con representantes de los sectores 
automotor y textil, donde se manifestaron comparaciones muy claras respecto de cómo avanzar en el acuerdo automotor con la 
Unión Europea antes de que la Ronda de Doha tuviera una definición, en clara distancia de la posición de la Cancillería y del 
Gobierno brasileño, que está esperando una resolución unilateral para después bajar estas decisiones bilateralmente. 


Como se trata de empresas vinculadas al MERCOSUR, el sector automotor tiene una clara definición de la necesidad de negociar 
ya, antes de la definición multilateral, todos estos temas entre los que, obviamente, se debe incluir la relación con Chile y el 
acuerdo que se tiene en el MERCOSUR para evitar esta discriminación. 


Hago este comentario para saber cuál es la visión del sector o del grupo respecto del ámbito regional en este tema particular. 
SEÑOR LINDER.- Con respecto al tema de Chile no podemos emitir opinión porque todavía no ha sido analizado. 


Por otro lado, el segundo punto que planteamos en nuestra introducción tiene que ver con todo lo que hace al régimen automotor a 
nivel del MERCOSUR y, en tal sentido, deseamos hacer algunas reflexiones. 


Es claro y cierto que el comercio automotor mundial se canaliza, prácticamente, a través de ocho, nueve o diez marcas, la mayoría 
de las cuales ya tiene una base industrial en la Argentina y, principalmente, en el Brasil. No es menos importante y clave en el 
negocio automotor que estas marcas han desarrollado, a lo largo y ancho de los países -y nosotros pretendemos hacerlo de 
acuerdo con la dimensión del Uruguay- redes comerciales, tanto para la comercialización como para la asistencia posventa. Ese es 
el factor clave y decisivo en el negocio automotor, porque una inversión se analiza económicamente y el producto se realiza, dado 
que la tecnología está disponible; es una cuestión de costos y de implementación. 


Lo importante hoy es cómo se llega al consumidor, es decir, cuál es la red que hace posible que ese producto cumpla las 
finalidades para las cuales fue diseñado y que aquél esté satisfecho con él. En ese aspecto, las ocho o nueve marcas a las que 
aludí han hecho un trabajo muy importante en la Argentina y en el Brasil. Obviamente, también incide el hecho de que esos 
mercados internos son muy interesantes y que las inversiones instaladas allí, siguiendo un patrón mundial, hacen que la capacidad 
de producción exceda la demanda. Eso sucede en todo el mundo donde hay más capacidad instalada que demanda. Por lo tanto, 
insisto, Argentina y Brasil no escapan a esa situación. 


¿Qué es lo que ha sucedido hasta el momento para la gran lucha a nivel del régimen automotor en los distintos países? Todos han 
procurado captar esas inversiones. En definitiva, ya sea por incentivos o por beneficios -como ocurrió en el pasado- siempre se 
buscó que las inversiones se localizaran en uno u otro país. Argentina, ante una lucha desigual -ya sea por el tamaño del mercado 
interno o por las inversiones que estaban instaladas- incorpora a las negociaciones el concepto de "flex", sobre lo cual ya se habló 
en alguna sesión anterior. Esto es, una especie de diferencia entre importación y exportación a los efectos de tratar de proteger a 
su industria nacional. Incluso, ese tema nuevamente está sobre la mesa de discusión. 


¿Cuál es la situación uruguaya en ese entorno? Antes que nada, debemos ser realistas y admitir que nuestro mercado interno es 
pequeño para los niveles de inversión que generalmente se manejan. Por ejemplo, en el Brasil este año habrá una producción total 
del orden de las 2:200.000 unidades, entre el mercado interno y lo destinado a la exportación, y en la Argentina se estaría llegando 
a los 300.000 vehículos. A su vez, las proyecciones para el Uruguay indican que nuestro mercado interno requerirá 14.000 
unidades. Aclaro que estoy hablando del mercado de automóviles de pasajeros y comerciales livianos. Ese es un primer dato; el 
tamaño del mercado interno y la alta capacidad ociosa que hay en la región, todo lo cual condiciona las inversiones. Por lo tanto, es 
muy difícil atraer inversiones extranjeras para que se localicen en el Uruguay. 


Hoy por hoy existen, básicamente, dos empresas que ensamblan unidades con distinto tipo de organización o esquema. En cuanto 
a comerciales livianos y autos de pasajeros, en esas empresas no hay un licenciamiento de las ocho o nueve marcas que manejan 
el comercio mundial. Es bien conocido que Mahindra no tiene en la región una base ni una red comercial desarrollada, por lo que 
no responde a esas ocho o nueve marcas a las que aludí. 


En versiones taquigráficas de sesiones anteriores leímos, con preocupación, lo relativo al concepto de comercio administrado. El 
comercio administrado puede ser un elemento que la Argentina intente introducir en la negociación del MERCOSUR -de hecho, el 


"flex" responde a ese tipo de concepto- porque, justamente, tiene una situación de base totalmente diferente a la del Uruguay. 
Argentina posee un mercado que, si bien no es demasiado importante, hace cierto número y, además, tiene algunas bases 
instaladas; pero en el caso de nuestro país la oferta de ensamblado nacional es relativamente pequeña en cuanto a la expresión en 
el "mix" de producto. 


Nuestra gremial alienta y desea que todos los proyectos de exportación que se puedan canalizar sean exitosos, siempre y cuando 
no se basen en situaciones que alteren la libre competitividad en el mercado doméstico. Cuando digo alteren, me refiero a que por 
la vía de determinados incentivos, exoneraciones o privilegios, puedan canalizar beneficios del mercado interno para obtener una 
mejor competitividad, y que sea eso, en definitiva, lo que sustente el negocio de exportación, el cual no sería legítimo como tal en 
ese emprendimiento empresarial. 


¿Qué sucede con el comercio administrado en la escala del Uruguay? La lógica del comercio administrado es que quien exporta 
tiene ciertos privilegios para importar; pero el problema no es importar o exportar, sino que el consumidor final del país donde va 
dirigida la exportación, tenga realmente esa producción como opción. Es decir que la "performance" comercial de esa producción 
está dada por el éxito en las ventas. Entonces, entendemos que no es conveniente que el consumidor uruguayo esté condicionado 
en su decisión por el consumidor extranjero. En otras palabras, este último opta por comprar o no determinada marca dependiendo 
del grado de soporte de su inversión. En función de eso hay una "performance" de exportación y, en consecuencia, si hubiera un 
comercio administrado, existen ciertos privilegios para quien importa. Por lo tanto, el consumidor uruguayo va a tener una oferta 
direccionada, en última instancia, por la "performance de esa exportación que es derivada del consumidor extranjero. 


A ello se agrega un problema adicional: el "mix" de productos que ofrece el Uruguay es muy reducido. Históricamente, los proyectos 
de exportación se han centralizado dentro del área del MERCOSUR -en otros países no se ha mantenido una corriente permanente 
de exportaciones- y en determinados productos. En este caso, eso es bastante claro. El MERCOSUR otorga la posibilidad, por 
ejemplo, de que el Brasil no pague el 35% de arancel de importación. Entonces, allí hay un diferencial que hace posible, en algunos 
momentos, que la oferta uruguaya llegue en condiciones competitivas. 


El problema mayor que vemos -tal como lo señalamos al principio- es que las redes comerciales y de asistencia por venta son clave 
en la definición de la decisión de compra. 


En lo que tiene que ver con comerciales livianos y vehículos de pasajeros, en la medida en que la oferta que está teniendo el 
Uruguay no es de marcas que estén instaladas en la Argentina y en el Brasil, hay un trabajo muy fuerte por delante para lograr la 
decisión de compra del consumidor argentino o brasileño. Es decir que no me parece justo que toda la situación -que ojalá sea 
exitosa- todo el proceso que está por delante, condicione al consumidor uruguayo, sobre todo mirando quién se beneficia de ello. 
Nosotros sostenemos que, en definitiva, el beneficio es a nivel del consumidor. 


Estas son nuestras reflexiones acerca de los peligros de un comercio administrado y, obviamente, nuestra posición contraria a ese 
concepto. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Señor Senador Abreu: quisiera saber si Chile es un miembro pleno del MERCOSUR. 
SEÑOR ABREU..- No. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- En lo que hace a las empresas, cabe señalar que todos fuimos industriales; cambiaron las reglas de 
juego, desactivamos las fábricas y las comercializamos; en nuestro caso, la planta Carrasco se la vendimos a un grupo francés. No 
abdicamos de ser o no industriales; lo que sucede es que en este momento no se han dado las condiciones y no tendría sentido 
con respecto a las marcas que representamos los que estamos presentes. 


Con respecto a Chile, hoy nos enteramos por la prensa que el Canciller va a hacer gestiones y esperamos que ojalá se logre lo 
relativo a los camiones. Si nosotros podemos hacer algo en tal sentido, lo haremos. 


Nos enteramos de que en un plazo perentorio habrá una reunión del sector, entre los miembros del MERCOSUR. Allí nosotros 
queremos hacer algunos planteos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los integrantes de empresas automotrices vinculadas al MERCOSUR y, 
para terminar, voy a hacer un comentario. 


Como consumidor, pago un automóvil por la parte impositiva muchísimo más caro que en el resto de la región, de manera que 
desde ese punto de vista, el consumidor ya está afectado. En segundo lugar, muchas veces hacemos esfuerzos y ojalá sean 
suficientemente razonables como para que empresas se puedan instalar en nuestro país, generen empleos y si pueden exportar, 
mejor, para poder generar divisas. Este es un criterio central que quería dejar como reflexión. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala una delegación de representantes de la Asociación de Empresas Automotrices del MERCOSUR) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a votar el proyecto de importación de determinados bienes muebles usados. 
En consideración el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va votar. 
(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 2*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 
Propongo que el señor Senador Abreu sea el Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de que el literal D) del artículo 2%, en mi opinión, aunque la redacción quizás no sea 
la más clara, permite la importación o el ingreso de vehículos considerados deportivos, de todo tipo, que no circulan en las calles 
del país, porque había una serie de objeciones que hacía el Automóvil Club, que en parte está dedicado a eso, que no hacen a la 
economía del país ni a los temas que hemos tratado. 


Quiero dejar la constancia en este ámbito -también lo haré en Sala- de que una serie de objeciones que ellos nos hicieron, en mi 
opinión, están consideradas acá y deben ser tomadas en la reglamentación para que este enfoque deportivo no quede por el 
camino. Si no se toma esto con esa amplitud -y estoy seguro de que la reglamentación lo va a hacer- hay toda una actividad que 
podría quedar coartada o reducida. 


SEÑOR ALFIE.- Quería dejar la constancia de por qué voté en contra esta iniciativa. 


Creo que, como ocurre en general, en este caso hay perjudicados y beneficiados. Acá los beneficiados son algunas empresas 
importadoras -pocas- una sola fábrica armadora -una persona- y, quizás, algunos empresarios del transporte. Los perjudicados, en 
cambio, somos los 3:250.000 uruguayos que pagamos más caro el transporte, la carga y todos los productos. Esa es la realidad de 
este proyecto. 


Los cálculos más conservadores dicen que el costo del transporte bajaría entre un 9% y un 12%, en caso de permitirse la 
importación de camiones usados, en las condiciones que el señor Senador Michelini mencionó en la sesión pasada -según consta 
en la versión taquigráfica- que pueden ser hasta cuatro o cinco años, que es el período que se maneja usualmente. 


Por mi parte, he querido dejar esta constancia de porqué votaré en contra. A mi entender, esto atenta claramente contra el Uruguay 
productivo que el Gobierno dice defender, porque mayor costo significa menos competitividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me pregunta, por parte de la Secretaría, si el señor Senador Alfie va a redactar por escrito un informe 
en minoría o si lo expresará en Sala. 


SEÑOR ALFIE.- Lo haré en Sala, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Bien. Ya quedó claro que el señor Senador Abreu será el Miembro Informante. Aclaro que esto no ha sido, 
de mi parte, una deferencia personal; simplemente, considero que el señor Senador es merecedor pleno de ser el Miembro 
Informante del proyecto de ley, en función de los conocimientos que ha demostrado tener a lo largo de todas estas reuniones. 


SEÑOR MICHELINI.- Simplemente, quiero decir que esa preocupación que muchos de nosotros planteamos aquí -y de la que 
ahora el señor Senador Alfie ha dejado constancia- en cuanto a cómo este tema impacta en la economía, la tenemos todos. Por mi 
parte, estoy absolutamente tranquilo, por dos cosas: primero, porque hay una oferta de usados que seguramente bajarían de precio 
y, si hubiera demanda, permitiría tener vehículos nuevos más baratos, y segundo, porque en la preocupación del Poder Ejecutivo 
está tratar de abaratar todos los bienes productivos -entre los que se encuentran los camiones- para que la producción tenga los 
menores costos posibles de transporte. Si ese costo implica una cifra de ocho o nueve, habrá que hacer todos los esfuerzos para 
que, cuando ello ocurra -que no creo que sea ahora- se hayan ya abaratado, incluso, los costos de estos bienes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El segundo punto del orden del día es la Contribución Inmobiliaria Rural en los predios que fueron 
tomados para hacer represas. Estuve mirando que en la Cámara de Representantes existieron diferencias y el proyecto de ley no 
fue aprobado por unanimidad. Entonces, por un lado, hay un informe favorable al proyecto que viene de dicha Cámara; por otro, 
hay otro elaborado por el señor Representante Posada, quien entiende que no es aceptable que se cobre esta Contribución 
Inmobiliaria, y por último, hay un tercer informe, de representantes del Partido Nacional, que no querían que lo relativo a Salto 
Grande estuviera en esta disposición. En realidad, la Mesa está intentando ayudar en el tratamiento del tema. Si se lo entiende 
pertinente, convocaríamos a algunas delegaciones a concurrir a este ámbito. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 11 y 23 minutos) 
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